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A MODO DE INTRODUCCION

   Un conflicto erróneamente conceptualizado y caracterizado, con ejes de discusión y disputa equivocados, y donde distorsiones de todo tipo asumen una indebida centralidad, conducirá, necesariamente, a conclusiones falsas y a medias verdades que son enteras mentiras. 

   Se discuten los síntomas de la crisis o conflicto con el campo, pero no la causa sustancial que lo genera. La etiología factual de los intereses en  tensión - de faz agonal -, no es de coyuntura, sino sistémica y estructural, como lo trataremos de explicar argumentativamente en los siguientes párrafos del trabajo.

   Cuando desde el equipo de cátedra al que pertenecemos, hablamos de la necesidad imperiosa, vital y urgente de “des-noventización” del modelo, estamos haciendo referencia, directamente, a la salida o abandono definitivo de una matriz modelística, a la vez que un patrón de acumulación que, si bien nació con la dictadura del ‘76, alcanzó su pináculo o cenit, con el gobierno de Carlos Saúl Menem en los ’90 y que continuó profundizándose hasta hoy, incluso con niveles más altos y agresivos de concentración y extranjerización. 

   Tal, el caso de los sectores hidrocarburíferos, mineros, ictícolas, exportadores del complejo granario y medios de comunicación; sin dejar de mencionar, claro está, el nacimiento y consolidación de un “Kpitalismo de amigos” al calor de reintegros, subsidios y concesiones escandalosas de inexistente legalidad. De allí, que hablemos sin ambages de un “modelo de concentración, saqueo y genocidio”, mal que les pese a algunos intelectuales “progres”.

   Lo más grave de esta situación, es que quien debiera actuar como  estadista, nutriendo sus actos y decisiones de inteligencia, racionalidad y  mesura –el matrimonio presidencial-, actúa en clave de guerra santa, con ceguera estratégica, orfandad táctica y con la virulencia descontrolada, propia de los fundamentalismos. 
   Así, alcanzar un horizonte de destino para la Argentina, que la ubique nuevamente en la categoría de país normal, confiable y vivible, parece una meta inalcanzable e irrealizable, con las metodologías y el estilo K.

   La obcecación, soberbia e incapacidad demostradas por el gobierno, alarma a propios y extraños, a tal punto que, como está a la vista de todos, se ha comenzado a implosionar el mismísimo y ultra oficialista bloque de Diputados del FPV. Ello obedece a una cuestión muy simple: nadie se suicida en la víspera y porque, además, a la tierra chica, siempre se vuelve.

   Su conductor de facto –Kirchner- le agrega, además, su cuota característica de resentimiento, vulgaridad, desconocimiento profundo de la ruralidad, violencia, sectarismo, perversión, utilización de malas artes,  mentiras por doquier, golpes bajos y doble discursos descarados. Todo ello junto, da a lugar a un CóKtel explosivo con final abierto, en el que la tempranamente erosionada figura presidencial, ha sido desplazada por el –formalmente- ex presidente y su ‘armada Brancaleone’ de sindicalistas impresentables, piqueteros posmodernos a sueldo e intelectuales cooptados.
   De otro lado, “el campo”, concepto tan genérico, como vacío, equívoco, impreciso y confuso. 

   Nunca sabemos, cuando se pronuncia la palabra campo, si lo es en el sentido de un sustantivo o en el de adjetivo calificativo que anodinamente se le pretende dar, como sinónimo de avaricia, abundancia y de insolidaridad que reinaría en la modernamente llamada “ruralidad de las rentas extraordinarias” -la que antes fue de las vacas y de las mieses-

   Si se están refiriendo a los pooles de siembra, a los fideicomisos de agronegocios, a los productores que son propietarios de grandes extensiones de tierra (en rigor de verdad, cada vez son menos); si a los propietarios (grandes, medianos y pequeños); si a los arrendatarios (con sus distintos niveles de arriendos o aparcerías), si a los de economías agrarias de subsistencia, si a los trabajadores sin tierra, si a los peones rurales. 

   Si a la zona pampeana y dentro de ella a su corazón, la Pampa Húmeda, o si a las zonas extrapampeanas y, aún, las más inhóspitas y más alejadas de los centros de distribución, puertos de embarques y de consumo. Si a los productores de cereales y oleaginosas en general o a los sojeros, girasoleros, maiceros y trigueros en particular; o a los ganaderos (vacunos, porcinos, caprinos, ovinos, etc). O a los tamberos, arroceros, viñateros, citricultores, tabacaleros, algodoneros, cunicultores, avicultores, silvicultores, apicultores, fruti-horticultores, productores de aceitunas, arándanos, la incipiente estebia, y cientos de etcéteras más.

   Sin embargo, desde la “ruralidad”, también se cometen errores. No se sabe a ciencia cierta sin están en contra de las retenciones como instrumento de política económica, en general, o de estas últimas, las móviles y con este nivel de alícuotas, en particular.

   Tampoco van al fondo ni a la sustancia del problema. Reiteramos lo mismo que ya hemos dicho antes, en cuanto ámbito tuvimos la posibilidad de opinar: el problema central, definicional, medular, no son las retenciones. 
   En todo caso, concedemos, a lo sumo han sido el aparente motivo o, acaso, el más visible o en el que más énfasis se ha puesto. Es más, si así fuera, sería de una ceguera, de una mezquindad y de una avaricia inexcusables por parte de los productores agropecuarios.

   En rigor de verdad, y toda ésta sea dicha, el problema ontológicamente hablando, está en el modelo y no en las manifestaciones o síntomas del mismo. Dicho de otro modo: el gobierno K simula progresismo redistribucionista, pero profundiza hasta niveles de repugnante impudicia, la matriz de los noventa; es decir, la concentración, el saqueo y el genocidio. 

   Por supuesto que este último, se lleva a cabo con maneras distintas y más sutiles. Ya no será la tortura, la muerte, las desapariciones forzadas de personas y las sustracciones de bebés en manos de las FFAA; sino las muertes (de adultos y niños) evitables; los niveles de desnutrición infantil, como muestra obscena de una inexplicable paradoja en un país que produce alimentos para 10 veces su población; la falta de hospitales, el inexistente mantenimiento de los que están, una política sanitaria que haga centro en la atención primaria de la salud, y una política de medicamentos como se animó el Dr. René Oñativia durante el gobierno de Illía.

   Este modelo de monoproducción sojera, que alimenta la voracidad fiscalista y de caja de este gobierno, es funcional e inherente a un modelo de acumulación que prioriza la máxima ganancia capitalista por sobre la sustentabilidad del sistema y la calidad de vida de los argentinos.

   Salvo grupos marginales de la producción agropecuaria, ni siquiera a la mismísima FAA se la ha escuchado criticar oficialmente a este agresivo proceso de sojización de la argentina.

   Hay un nuevo genocidio en marcha en nombre de la extensión de la frontera sojera del país, como relataremos en uno de los capítulos de este trabajo.

   Este país, nuestro país, tiene hoy la posibilidad de discutir integralmente un plan de desarrollo agropecuario nacional, con proyección de largo plazo y sentido estratégico, en el que se debe insistir en la necesidad de refundar los instrumentos esenciales de defensa de la producción  y la rentabilidad de nuestros chacareros, como la Junta Nacional de Carnes y de Granos. La puesta en marcha de un organismo nacional como antes lo fue el Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI) que maneje las ventas al exterior y utilice las divisas al servicio de la sociedad en su conjunto; el INTI, INTA, CONICET y las UNIVERSIDADES NACIONALES, como representaciones estaduales necesarias interviniendo activamente dentro de los eslabones de las cadenas de valor, algunos de los cuales están muy concentrados (bajo formas de monopolios u oligopolios) y extranjerizados (Monsanto, Cargill, etc) y su incidencia es dirimente en la formación de los precios de la economía. 

   Se deberá alentar una idea que combata eficaz y fuertemente a los grupos nacionales y extranjeros que pretendan ejercer su posición dominante en el mercado, como así también se deberá sino impedir, al menos gravar con alícuotas muy elevadas, a los grupos que bajo las formas de personas jurídicas (sobre todo S.A.; fideicomisos, etc) sean propietarios y/o exploten tierras; asimismo deberá pesar prohibición absolutas que en forma directa o por interpósitas personas o formas jurídicas asociativas o de cualquier otra, las empresas dedicadas a las actividades financieras o bursátiles, como propietarias o arrendatarias, puedan recibir subsidios, reembolsos o ser beneficiarias de cualquier instrumento de política redistributiva.

   La dirigencia del agro, no puede ni debe soslayar la cuestión tan fundacional de la soberanía alimentaria, que debemos recuperar rápidamente en nombre de un país de bien alimentados y nutridos, como imperativo ético por antonomasia; de las fronteras productivas y su diversidad, desde las escalas de mayor tamaño a las necesarias estructuras de producción rural familiares, como modo de combatir el flagelo de la monoproducción; de parar este triste y deplorable proceso de despoblación rural a causa del éxodo del campo a la ciudad procurando mejor vida (falso espejismo, si los hay), donde existen casos, al decir de Pedro Aguer, en que “hoy encontramos taperas donde antes existieron verdaderas síntesis de producción y belleza, en la que habitaron productores que en otros tiempos fueron señores en la zona y hoy son ignotos y anónimos maltratados habitantes de las grandes capitales, engrosando, en muchos casos, las villas miserias y muchas de sus hijas e hijos yendo a parar al trabajo doméstico o a menesteres para los que no están calificados. Se quiebra un patrón cultural, el de la ruralidad, que no es otra cosa que la vida en el campo y las relaciones sociales emergentes, con su lenguaje propio, su ritmo de vida peculiar, su amor ilimitado a la tierra que trabajan y producen, aunque no la posean a título de propietarios, pero con la que tienen una relación que un hombre de ciudad no podría  entender…”.
   Se debe volver a las grandes causas fundacionales de la lucha chacarera, como la tenencia de la tierra para el que la trabaja; replantear una nueva ley de arrendamientos y aparcerías rurales; de que el productor, sobre todo el de menor escala, vuelva a ser sujeto de crédito y de que la banca deje de ser un instrumento de acumulación para ser un servicio público de crédito e incentivo, con connotaciones sociales y de acompañamiento de los segmentos productivos y cadenas de valor; volver con mucha pasión y verdadera profesión de fe a la práctica del cooperativismo, como única empresa de gestión democrática, solidaria, emancipadora y que servirá para ir desmontando los bolsones de intermediación parasitaria, especuladora y que atenta contra la rentabilidad de los productores y el poder adquisitivo de la población.

   En fin, se trata de un tema complejo, donde es necesario separar la paja del trigo, y donde debe imperar una mirada profunda, altura de estadista, una crítica lúcida y enjundiosa y donde, una vez más, no deben confundirse los enemigos, el escenario, los instrumentos ni, mucho menos, los caminos a seguir.
AMPLIANDO NUESTRA VISION SOBRE EL ‘CONFLICTO DEL AGRO’

   En las siguientes consideraciones, vamos a referirnos a temas que hemos venido exponiendo en nuestras cátedras, como también en notas
 , charlas y debates mantenidos durante los últimos meses, como consecuencia de la situación que se generó en la Argentina a raíz del denominado ‘conflicto del campo’, pero ampliando las explicaciones y argumentos.

   En síntesis, lo que reiteramos en distintas oportunidades, se resumen en las siguientes afirmaciones: 

· El verdadero problema que vivimos radica en las características esenciales del modelo de sociedad dependiente y desigual, producto del proyecto político de ‘concentración, saqueo y genocidio’ que impulsan los sectores dominantes desde mediados de los años ’70 hasta nuestros días, a través de distintos gobiernos.

· Uno de los pilares de ese modelo neocolonial lo constituye el proceso de monoproducción de soja transgénica, que ha generado una fuerte concentración de la tierra, de la producción y de los eslabones claves de la cadena de los agronegocios, en manos de los actores más grandes, y que termina en un embudo de superconcentración del comercio externo, el cual en una porción mayoritaria está en manos de un puñado de empresas transnacionales.

· Es equivocado plantear como cuestión central el eje de “campo versus gobierno”, ya que el mismo esconde los verdaderos intereses en juego,  ocultos en una disputa secundaria por la distribución de una tajada de la torta que surge de la extraordinaria renta diferencial de la tierra. Ninguno de los que conducen el conflicto desde ambos bandos (gobierno y entidades ruralistas) cuestiona el modelo vigente.

· Si bien ninguno de los dos sectores tienen la razón (desde nuestra visión), está claro que el principal responsable de la situación actual es la política impulsada por el matrimonio Kirchner, que con medidas regresivas, centralistas y violatorias del marco jurídico vigente, profundizó la concentración y llegó al colmo de privatizar una parte sustancial de las retenciones a las exportaciones agrícolas.

· Se desperdició una oportunidad inédita para el país, de precios de nuestros productos exportables extraordinariamente elevados durante varios años, que podían utilizarse para promover un desarrollo humano y sustentable; y ahora se está desperdiciando otra oportunidad: la de debatir a fondo sobre nuestro presente y nuestro futuro.

SOBRE LA RENTA AGRARIA

   La renta agraria es un concepto de vieja data, que refleja la porción del ingreso generado por la sociedad y que queda en manos del propietario de la tierra, no como contrapartida por realizar alguna acción efectiva en la actividad productiva, sino sólo por el hecho de detentar la propiedad privada sobre ese bien escaso y limitado. Por lo tanto, si un capitalista desea obtener una ganancia explotando una parcela de tierra, deberá pagar a su propietario una renta por el uso de la misma.

   En la Argentina, la propiedad de la tierra no era originariamente privada (de un sector de la comunidad), sino que la poseían y utilizaban los pueblos aborígenes que habitaban este territorio. A lo largo del siglo XIX, pero en especial desde mediados del mismo, se avanzó fuertemente con el proceso de expulsión y exterminio de las tribus que habitaban las diferentes regiones, y el Estado nacional en formación se apropió de esas tierras. Sólo que lo hizo para luego transferirlas en propiedad privada a una minoría privilegiada, que desde entonces detentó un fuerte monopolio sobre las mismas
.

   Es precisamente la disputa por la renta que genera la tierra en la Argentina (y su zona más próspera de la Pampa Húmeda), uno de los elementos centrales que estará presente en la lucha distributiva a lo largo de nuestra evolución histórica, lo que le dará fuertes connotaciones políticas y será fuente de conflictos y debates entre sectores. En especial, será siempre un tema clave, dado que esa renta alcanza magnitudes gigantescas en el marco de una economía capitalista globalizada, cuyo crecimiento demanda poner en producción otras tierras del planeta que no son tan productivas. Y esto nos conduce a otro tema: la renta diferencial de la tierra.

SOBRE LA RENTA DIFERENCIAL DE LA TIERRA

   Se trata de un concepto que surge con uno de los iniciadores de la Economía Política, David Ricardo, en la industrial Inglaterra durante la segunda década del siglo XIX. Preocupado por la caída de la ganancia capitalista, trató de analizar las causas de ese fenómeno, al que explicó por el aumento de la demanda de alimentos que originó la puesta en producción de tierras menos fértiles. 

   Eso condujo a un mayor costo de producción en las tierras adicionales, ya que requerían contratar más trabajadores y pagar más salarios. Por esta razón, habría una disputa entre los capitalistas para arrendar las tierras más fértiles, lo que elevaría la renta percibida por sus propietarios afectando la ganancia de los capitalistas. 

   Este proceso también puede darse por una suba de precios de esos productos (al margen de las tierras de donde se generan), y habría en el mercado productos provenientes de diferentes tierras y con distintos costos. Pero esa diferencia de márgenes favorables al producto proveniente de la zona más fértil, no sería captada por el empresario capitalista que arrendaba y explotaba esas tierras, sino por el propietario de esas tierras que se vería ante una mayor disputa entre los capitalistas por su arriendo.

  De esta manera, el proceso de expansión capitalista provocaría un aumento de la producción, de la ocupación y de la demanda de alimentos y materias primas, ampliando la frontera agropecuaria y reduciendo las ganancias.

   Esta caída tendencial de las utilidades se revertiría al encontrarse otras regiones del mundo, con tierras fértiles que permitirán producir bienes primarios abundantes y baratos. Y precisamente en la segunda mitad del siglo XIX, será la Argentina una de esas regiones ‘elegidas’, que se insertará en el sistema capitalista internacional sobre la base de las extraordinarias ventajas naturales de su Pampa Húmeda.

   Desde entonces, la renta que se genera en nuestro país, a partir de que hay otras regiones del mundo que se ponen en producción y que son menos fértiles, dará lugar a esa extraordinaria renta diferencial generadora de luchas y conflictos por su apropiación y reparto. En algunos casos, esa renta sirvió para permitir una vida de lujos y privilegios a sus propietarios (la denominada oligarquía terrateniente), y en otros se utilizó parcialmente para promover el surgimiento de una industria propia que debía crecer protegida, en el marco de un mundo altamente competitivo. Aunque en ningún caso se puede afirmar que el reparto efectivo se haya producido sobre la base de acuerdos y consensos explícitos entre los distintos sectores partícipes del proceso económico.

EL CAMPO ARGENTINO Y LOS DIFERENTES ACTORES

   El escenario del sector agropecuario argentino, ‘el campo’ como se lo conoce vulgarmente en nuestra sociedad, fue presentando cambios y mostrando una diversidad de situaciones y actores, que no se puede ignorar a la hora de analizar la situación conflictiva que vivimos. Hablar de ‘campo’, como si se tratara de una situación homogénea, es un error grave que conduce a conclusiones equivocadas y deriva en falsos alineamientos en el seno de la sociedad. 

   Así como en todo el planeta existen tierras en explotación de diferente capacidad productiva, en nuestro país también hay tierras más o menos fértiles a lo largo y ancho de su territorio, con diferencias también por su distancia a los centros de consumo (lo que implica distintos costos de traslado), y con una diversidad muy grande de tamaños (importante cuando se trata de la existencia de ventajas de ‘escala’ –menores costos ante mayor volumen producido-).

   Existen los productores que son propietarios de grandes extensiones de las tierras más fértiles del país, grandes productores que arriendan la tierra a propietarios (incluyendo los pooles de siembra), pequeños y medianos productores que son propietarios o arriendan la tierra, en zonas más o menos fértiles y en zonas ‘marginales’, microproductores o campesinos con predios muy reducidos, etc, etc. Sin olvidar a los verdaderos generadores de la riqueza, que son los trabajadores rurales, que pueden revestir distintas situaciones. Los intereses y los problemas de cada uno de todos estos actores no coinciden necesariamente, e incluso hay momentos donde se produce entre ellos una fuerte disputa.

   También están los otros actores vinculados al agro. Por un lado, quienes a lo largo de la cadena de cada producto (desde la producción primaria hasta el consumidor final), intervendrán de alguna manera como eslabones intermedios (transporte, almacenamiento, financiación, industrialización, comercio interno mayorista y minorista, exportadores, etc). Y por el otro, quienes proveen diferentes insumos a los productores agropecuarios (desde semillas y agroquímicos, hasta energía, combustibles, asesoramiento, etc).

LOS PRECIOS DE LOS PRODUCTOS AGROPECUARIOS

   Dado que la producción agropecuaria de la Argentina tiene como destino abastecer a su población (el mercado interno) y a la vez abastecer la demanda del exterior (exportaciones), el precio de esos bienes dentro del país estará fuertemente influenciado por los precios en el mercado mundial y por el tipo de cambio vigente en cada momento (o dicho en términos más simples, por el valor del dólar en relación a nuestra moneda). Ambos elementos, precios internacionales de los productos agropecuarios y tipo de cambio vigente, pondrán las variables claves en la determinación del precio interno, si no existiera una intervención del Estado que modifique el resultado.

   Esto quiere decir que, en un contexto de libre mercado, si el tipo de cambio es alto (dólar caro) o los precios internacionales de esos productos son elevados (o ambas circunstancias a la vez), vender al exterior es una opción sumamente rentable para productores y exportadores; pero tendrá una consecuencia fuerte dentro de nuestras fronteras: se encarecerán esos productos y sus precios harán casi prohibitiva su compra para una franja importante de la población de menores o nulos ingresos.

   Como vivimos en una economía capitalista, donde quien realiza una actividad económica lo hace para lograr la máxima ganancia; y donde cualquier persona, para obtener los bienes y servicios indispensables para vivir, debe adquirirlos en el mercado; la consecuencia es: el que tiene muy bajos ingresos (o carece de ellos) en relación al precio de los bienes indispensables, está condenado a morir por inanición. Y cuanto más elevados sean esos precios, mayor será el porcentaje de la población que se verá perjudicada.

   ¿Por qué podría existir una situación como la descripta? 

   Porque en el mundo hay sociedades que demandan nuestros productos primarios, y que poseen niveles de ingresos sustancialmente mayores a los nuestros. Su alta capacidad adquisitiva les permite pagar muy bien por nuestra producción, generando precios muy elevados y convenientes para nuestras exportaciones. Pero quitando la posibilidad de acceder a los mismos a nuestra población.

   También sucede que los diferentes operadores de la cadena agroalimentaria tienen distinta posibilidad de imponer las condiciones del intercambio de los productos, en especial en los eslabones más concentrados, donde existen monopolios y oligopolios que determinan los precios de compra o de venta (o de ambos). Esto hace más complicado el panorama, y genera enormes injusticias y desigualdades. 

   Por un lado, los eslabones más débiles de la cadena, con el productor primario que percibe bajísimos ingresos por el fruto de su trabajo, y con el consumidor final que debe pagar un precio elevado por el producto. Por el otro, los eslabones más fuertes que se quedan con la diferencia, que son generalmente las grandes industrias procesadoras, los hipermercados y los grandes exportadores.

EL ESTADO COMO ACTOR IMPORTANTE EN ESTE PROCESO

   El Estado cumplió históricamente una función activa en relación a la situación del sector agropecuario argentino y a sus protagonistas principales, desde la conformación de la Nación hasta la actualidad. Y a la vez el propio Estado nacional ha sido un espacio de disputa de los diferentes actores (de dentro y fuera del sector agropecuario), para ser utilizado como un valioso instrumento en su propio beneficio.

  Ha actuado tanto desde su rol de regulador de las actividades económicas, como redistribuidor del ingreso entre los sectores participantes, hasta como productor directo de bienes y servicios, provocando a la vez efectos de regulación y de redistribución. A veces lo ha hecho en beneficio de sectores más reducidos de la población, otras para redistribuir la renta hacia sectores más amplios.

   Una de las formas históricas ha sido captar parte de la renta diferencial de la tierra (vía derechos de exportación) para financiar sus propias actividades, o inversiones en infraestructura. Otra de las modalidades, socorrer al sector en momentos de dificultades por la caída de las ventas externas y de los precios, vía la intervención en el establecimiento de precios sostén, la creación de las Juntas, etc. Esto sucedió en general desde las últimas décadas del siglo XIX hasta la década del ’30 del siglo XX, respondiendo al interés de los sectores sociales dominantes durante el modelo agroexportador, básicamente los grandes propietarios de la tierra de la Pampa Húmeda y los capitales británicos radicados en nuestro país.

   También ha intervenido para captar parte de esa renta diferencial con el fin de impulsar la industrialización sustitutiva (ISI), con el monopolio estatal del comercio exterior y su manejo a través del IAPI. O buscando evitar los efectos nocivos de un tipo de cambio único ante una estructura productiva desequilibrada como la economía argentina durante la ISI
 (con dólares diferentes según los sectores), o atemperar las consecuencias negativas de un tipo de cambio alto sobre los precios internos, vía las retenciones a las exportaciones agropecuarias.

   Durante década del ’90, el huracán neoliberal produjo fuertes cambios estructurales, a partir de la desregulación de los mercados (salvo el cambiario), las privatizaciones y el desmantelamiento de los organismos públicos, y la fuerte apertura importadora (por la disminución de los aranceles al ingreso de mercancías del exterior y el tipo de cambio muy bajo –dólar barato–). Con esto se afectó gravemente la estructura industrial, a la vez que se promovió la concentración económica y se perjudicó todo lo que fuera producción nacional (incluido el propio sector agropecuario, a pesar de sus marcadas ventajas naturales frente al resto del mundo).

   Como en toda crisis en la historia del capitalismo argentino, los sectores más afectados fueron los más chicos y vulnerables (los más débiles y menos competitivos del mercado). En el campo, fueron las decenas de miles de pequeños y medianos productores, que con un tipo de cambio tan bajo dejaban de ser rentables y pasaban a tener fuertes pérdidas, que los obligaban a endeudarse, a vender sus propiedades, o directamente a perder todo frente a la usura del capital financiero. Ya no estaba el Estado protector, ni las Juntas defensoras de los precios frente a poder de los monopolios, ni las herramientas financieras para ayudar a productores más pequeños, ni los subsidios a las producciones regionales, etc.

   Ante la pérdida de rentabilidad de muchas regiones, de muchas pequeñas producciones y de muchas actividades productivas agropecuarias, la soja transgénica comenzó a asomar como una salida favorable que escapaba a ese oscuro escenario. Pero aunque muchos productores se aferraron como tabla salvadora a este cultivo, en el fondo se trataba de un negocio que estaba al alcance de las explotaciones más grandes, ya que la escala más adecuada se da a partir de extensiones superiores a las 500 hectáreas. Es una actividad propicia para grandes volúmenes de inversión, por las maquinarias caras, los altos costos tecnológicos, etc, que se pueden amortizar y repartir mejor cuando hay grandes extensiones para producir.

   No obstante los efectos adversos de la sojización sobre el ambiente, tanto sobre la capacidad productiva del suelo (que afecta su fertilidad cuando se produce en forma continuada y sin una adecuada rotación), por su alto consumo relativo de agua ‘virtual’; como por la masiva utilización del glifosato con la consiguiente afectación de los cursos de agua y su impacto sobre la salud de la población, era la alternativa productiva más conveniente.

   Por esa razón, la frontera agrícola fue creciendo en forma sostenida de la mano de la soja, además de desplazar a otros cultivos, a la propia ganadería, y de impulsar una fuerte depredación de los bosques nativos. Se fue afectando así a la rica diversidad biológica de nuestras regiones, a la tradicional diversificación productiva, a la sustentabilidad alimentaria, y a la existencia de muchas especies.

   Ni hablar de los efectos sociales negativos que acarreó este proceso de sojización, en términos de empleo rural, de expulsión de población campesina del campo a los centros urbanos, de pérdida de la cultura productiva.

LA SITUACION EN LOS ULTIMOS AÑOS… Y LAS RETENCIONES
   A partir del 2003, y de la mano de la recuperación de la economía (que había caído en un profundo abismo en el 2001 y 2002), la situación de la producción agropecuaria se vio doblemente beneficiada, como quizás nunca antes en nuestra historia.

   Por un lado, una brusca y fuerte devaluación de nuestro peso, llevó al cabo de muy poco tiempo a que el valor del dólar se multiplicara por tres, y con ello los ingresos de los productos exportados. Y paralelamente, vivimos en los últimos años un proceso de suba sustancial del precio internacional de casi todos nuestros productos primarios exportables, con una nueva multiplicación del ingreso exportador. 

   Estos dos factores ajenos a decisiones o comportamientos de los productores agropecuarios, van a llevar a una suba importante de la rentabilidad del sector, con toda la diferenciación que supone la heterogeneidad existente previamente (grandes, medianos y chicos, tierras más fértiles y marginales, distintos tipos de producto). 

   Esa mayor rentabilidad, que se verá atenuada por el establecimiento de las retenciones a las exportaciones, va a ser mucho más marcada en la soja, aunque se va a repartir de una manera muy desigual entre los variados y múltiples actores de su cadena productiva. 

   Para los más grandes (propietarios,  productores, industriales y exportadores)  eran beneficios fabulosos. Para los medianos, eran tiempos de bonanza, de capitalización y de alto nivel de vida. Para los más pequeños, era la posibilidad de saldar deudas, sobrevivir y seguir produciendo en el campo.

   No obstante, los sucesivos aumentos de las retenciones a las exportaciones (dispuestos ante las subas sostenidas de los precios en el mercado mundial) comenzaron a hacerse sentir en toda la cadena, ya que también había subas de muchos insumos para el sector. Aunque las causas del descontento respondían a diferentes situaciones y motivaciones.

   Para los grandes, las elevadas retenciones eran como ‘morderles un pedazo de la gran torta que la querían casi íntegra’; para los medianos, era limitarles un poco las aspiraciones en los mayores niveles de status y confort que se veían venir; y para los más chicos, significaba quedar al borde y hasta debajo de ‘la línea de flotación’.

   Sucede que la decisión de establecer retenciones iguales para todos, significaba bajar el precio y el ingreso real de las ventas de los productores de manera uniforme; aún cuando los costos de producción son fuertemente diferenciales (por tamaño, ubicación, fertilidad del suelo, etc). Esto implicó una medida regresiva e injusta, que perjudicó a los más débiles y menos competitivos. 

   Pero a la vez ofreció un marco propicio para unir en la protesta a todos los sectores del agro, y para accionar en conjunto reclamando por una rebaja en los niveles de las retenciones a las exportaciones, en especial para los productos que tuvieron un incremento mayor (soja y girasol).

EL ROL DE LAS RETENCIONES A LAS EXPORTACIONES DEL AGRO

   El conflicto abierto por el Gobierno nacional con ‘el campo’, llevó a ambos actores a intentar defender sus respectivas posiciones con argumentos parciales e incompletos, con muchas mentiras oficiales y muchas omisiones ruralistas.

   En un marco de libre comercio y de libre mercado, la situación abierta en la Argentina post convertibilidad llevaba a un escenario de crisis más profunda que la existente en el 2002, agigantando la pobreza y la indigencia. Con un porcentaje de la población desempleada o con muy bajos ingresos que superaba largamente la mitad del total, era decretar la muerte de millones de argentinos (más de los que murieron y morían por los efectos de esa crisis).

   En ese marco, las retenciones dispuestas sobre las exportaciones del agro  cumplieron una doble finalidad; antiinflacionaria y fiscalista. 

   Por un lado, el efecto antiinflacionario, ya que las mismas pusieron un techo más bajo a la eventual suba de precios, evitando que los valores del mercado mundial se trasladaran íntegramente al mercado interno. 

   Considerando que la estructura de los mercados en la Argentina es fuertemente concentrada, los precios de los productos siempre tienden a alcanzar el máximo nivel posible, dentro de las limitaciones que pone la competencia externa. De esta forma los oligopolios internos maximizan sus utilidades en el país. Pero al existir las retenciones, el precio que obtienen exportando se va a reducir, y por lo tanto hay un margen mayor para el consumo en el mercado interno. 

   Por otro lado, el efecto recaudatorio y fiscalista, ya que las mismas permitieron al Estado hacerse de ingresos en un momento crucial, donde se necesitaban recursos para cumplir con su función esencial, de instrumento al servicio de los sectores dominantes y más concentrados. Esto es, cumplir con el capital financiero (pagar las obligaciones de la deuda), continuar con los subsidios a los grandes grupos económicos, y dar ayuda alimentaria a los estratos de la población en situaciones más comprometidas (para mantener la gobernabilidad del sistema).

LA PROFUNDIZACION DEL MODELO EN LOS ULTIMOS AÑOS

   En estos últimos años, el avance de la sojización, de la mano de la concentración, de la extranjerización y de las crecientes desigualdades sociales, no fue un producto de la casualidad o del fatalismo histórico. Fueron las políticas gubernamentales las que profundizaron el rumbo del proceso, en consonancia con las fuerzas ‘de mercado’ y su dinámica ciega y competitiva.

   Mientras se disponían derechos de exportación a los productos del agro, para limitar indirectamente la suba de sus precios internos; también había otras medidas (como los controles oficiales, los acuerdos voluntarios, etc) que ponían límites directos a la suba de los precios internos de los bienes esenciales para la alimentación de la población (carne, leche, trigo, etc). 

   Estas últimas medidas, sin embargo, tuvieron un doble efecto: el positivo, de evitar subas salvajes que hicieran inalcanzables esos productos para la gran mayoría; y el negativo, de desalentar su producción y canalizarla hacia otra mucho más rentable (la soja). ¿Por qué motivos se iba a invertir en producir carne, leche, trigo, etc, que tenían limitaciones y controles de precios internos, si se podía ganar mucho más con la producción de soja, exportada casi en su totalidad?

   A pesar de los llamados de atención de varios sectores y entidades, como la Federación Agraria Argentina y el Grupo de Reflexión Rural liderado por Jorge Rulli, sobre el riesgo y la falta de sustentabilidad del rumbo tomado por el gobierno K; y a pesar de las múltiples propuestas para revertirlo con políticas que promovieran el desarrollo integral, equilibrado y sustentable; el modelo siguió adelante, y sus gestores se encandilaron con la potente luz de los precios favorables del mercado mundial, pensando que se podía hacer cualquier cosa y sin pagar ningún costo. 

   Las subas sucesivas de los derechos de exportación, aplicadas en forma indiscriminada, contribuyeron a fortalecer las características esenciales del modelo neocolonial de monoproducción de soja transgénica: con rentas que terminaban en los sectores más concentrados con un Estado que captaba cada vez más recursos de la producción de todo el territorio (pero que no los coparticipa con las provincias), y con el avance ininterrumpido de la sojización en áreas cada vez más extensas. Muestra de ello es el salto en la producción de soja, que de la cosecha 2003/04 a la actualidad subió un 50 %.

EL CONFLICTO DE LOS CIEN DIAS

   Si bien reafirmamos que las retenciones a las exportaciones primarias son esenciales en un contexto como el que vivimos en la Argentina, es indudable que la modalidad de su aplicación actual es incompleta, centralista, regresiva, antipopular y antinacional. 

   Es incompleta porque como medida de lucha contra la inflación, no fue acompañada por otro paquete de medidas que llegara a tocar los eslabones claves de la cadena, las grandes empresas formadoras de precio. El control se limitó a acuerdos muy parciales y superficiales, que terminaban afectando a los eslabones más débiles: los productores primarios (que recibían precios poco compensatorios y donde la rentabilidad quedaba muy erosionada, incluso hasta se perdía), los pequeños comercios minoristas (que son tomadores de precio y no responsables de su nivel), y los consumidores finales (que se los engañaba con la zanahoria de los precios máximos de muy pocos productos que nunca estaban disponibles). 

   En general, el inefable Secretario de Comercio Moreno, no puso la lupa de la severidad y del control estatal (ni la pistola del apriete) donde debía ponerla: los sectores o eslabones de la cadena en que se forman los precios de la economía (Mastellone, Sancor, AGD, etc). Piénsese, por ejemplo en que el productor primario es la mortadela del sándwich entre dos extremos que lo estrangulan: el proveedor de insumos (pesticidas, herbicidas, fertilizantes, fósforos, urea, núcleos alimenticios, semillas, combustible, sanidad, etc) y los complejos exportadores o las industrias frigoríficas, etc. Los insumos han aumentado entre el 150% y el 250% en dólares en algunos casos (un glifosato como el Round Up de Monsanto costaba 3 dólares y hoy orilla los 9 dólares, por ejemplo) y los exportadores, como explica en un trabajo -que se recomienda leer- Mario Cafiero, se quedan con un diferencial de retenciones, ya que declaran anticipadamente ventas con una alícuota menor y al productor le cobran la mayor más actual. 
   Es centralista porque agrava la tendencia de concentrar los recursos financieros del sector público argentino en el Estado central, en abierto detrimento de las jurisdicciones provinciales y municipales, a los que retorna apenas un mínimo porcentaje de la riqueza generada. Precisamente cuando el Estado nacional tiene menos prestaciones que beneficien al conjunto de la población, y cuando las principales responsabilidades y servicios se hallan a cargo de las jurisdicciones provinciales (justicia, seguridad, educación, salud, servicios públicos, etc).

   Es regresiva porque perjudica centralmente a los productores más pequeños y vulnerables del agro, ya que no reconoce las diversidades existentes (diferentes regiones con distintos niveles de productividad de la tierra; distancia a los puertos, escalas de las producciones, situación con la tierra, etc), lo que empuja a una mayor concentración de la producción y de la propiedad de la tierra. 

   Pero también es regresiva dado que lo que recauda el Estado nacional por esa vía (lo mismo que por otros tributos) se destina principalmente a beneficiar a los sectores económicos más poderosos y concentrados de la economía argentina. Y es mucho más regresiva aún porque tiene otros aspectos complementarios que permiten que parte de la retención que sufren los productores cuando venden, ni siquiera llegue al Estado, sino que se lo apropien las grandes empresas industriales y exportadoras (mayoritariamente en manos de capitales extranjeros)
.

   Está claro entonces el carácter antipopular y antinacional de las retenciones K, que están beneficiando a los grandes grupos empresarios industriales y exportadores, y se destinan a transferir ingresos al capital financiero nacional e internacional, y a los grandes grupos económicos; a la vez que promueven un modelo social y ambientalmente no sustentable, con todos los riesgos que significan para el futuro de nuestra Nación.

   Veamos ahora los mecanismos que han permitido la privatización parcial de las retenciones, en beneficio de los grandes monopolios.

   Básicamente, hay tres mecanismos que se usaron (o se usan) para
cobrar más al productor agropecuario y declarar menos al Estado.


 
1 - La posibilidad de efectuar DJVE  (Declaraciones Juradas por Ventas el Exterior) por anticipado, para congelar tanto el precio del producto a exportar como la alícuota del derecho a exportación. Con este mecanismo, cuando la alícuota de las exportaciones de la soja estaba al 27,5 %, se anticipó un rumor de que se subiría al 35% (durante varias semanas previas). En ese lapso, cuando la soja estaba a 370 dólares la tonelada, se realizaron declaraciones juradas de ventas externas por cifras siderales (sin haberla adquirido, obviamente, es decir, no la tenían en silos ni en ninguna parte), y a la fecha del decreto había casi 20 millones de toneladas declaradas. Hoy, quienes hicieron esas DJVE anticipadas, compran y retienen alrededor del 45 % a los productores, pero liquidan sólo el 27,5 % (o menos). La diferencia... para las exportadoras.
 

2 - Otro mecanismo es la diferencia de criterios que se utiliza para considerar el precio sobre el cual se calcula el derecho de exportación (la alícuota). Las exportadoras le descuentan el 45% del valor FOB de la soja (supongamos a 500 dólares la tonelada), por lo que sólo le entregan al productor menos de 300 dólares. Pero cuando van a declarar la venta externa, aplican el 45% sobre el valor FAS, es decir sobre lo que le pagaron al productor (esto es menos de 300 dólares). La enorme  diferencia... ¿para quién??? 

3 – Un tercer mecanismo se vincula con las retenciones diferenciadas según el distinto valor agregado al producto primario. Las exportaciones de soja sin valor agregado tributan un promedio del 45 % de su precio, pero las de aceite de soja sólo lo hacen en un 20 %, y las de biocombustible en base a soja apenas en un 5 %. Las empresas que industrializan la producción (que son de propiedad de las mismas empresas que controlan el negocio de exportación) compran al productor con un  descuento del 45 % del precio, pero cuando exportan aceite o biocombustible sólo tributan un valor mucho menor.


   Al margen de los mecanismos mencionadas, existen subsidios importantes a las grandes empresas que producen aceite y biocombustible (eso va por otro carril). A ello se agrega el altísimo nivel de evasión que se produce en los puertos privados, donde el control es muy laxo y fácil de 'eludir'. 

   En consecuencia, la difundida redistribución que supuestamente hace el gobierno K con las retenciones a las exportaciones del agro es cierta. Pero, no es precisamente en beneficio del conjunto de la sociedad. En realidad, consiste en sacarles a los productores (de cualquier tamaño) parte de la renta, para dejárselas a los grandes industriales y exportadores (privatización inédita de un impuesto), y para transferir lo que efectivamente llega a las arcas del Estado, al capital financiero y a los grandes grupos económicos.

CONCLUYENDO

   Ante un conflicto prolongado que divide a la sociedad con un falso debate, consideramos que es necesario poner en cuestión las causas de fondo de la situación actual: el modelo neocolonial de monoproducción de soja transgénica, como parte del proyecto de concentración, saqueo y genocidio que se impulsa en la Argentina desde hace más de tres décadas.

   Ni el gobierno nacional (principal gestor de los intereses dominantes), ni el reclamo central de las entidades ruralistas (de volver a la situación vigente al 10 de marzo), van a significar un cambio sustancial. Aunque es probable (y saludable) que algunos sectores del estrato de los pequeños productores del agro logren obtener ciertas reivindicaciones.

   Debemos insistir en discutir a fondo el modelo, en aprovechar esta coyuntura para abrir un debate sobre el camino más adecuado para comenzar a revertir la marcha hacia el abismo, para potenciar nuestras capacidades, y para buscar entre los sectores mayoritarios de la sociedad las medidas y las modalidades más adecuadas para construir un país para todos. 

   Como sostenemos desde nuestro proyecto de extensión, por una nueva economía, una nueva política, una nueva comunicación, una nueva educación, una nueva cultura… en resumen: por una nueva sociedad.

� Al final del presente artículo reproducimos tres notas elaboradas durante este largo conflicto, donde se puede ver nuestra postura difundida a través de diversos medios.


� Con los primeros Censos Nacionales Agropecuarios de fines del siglo XIX hasta la actualidad, se hizo evidente la fuerte concentración de la propiedad de la tierra en la Argentina, donde alrededor del 7% de las explotaciones representan el 75% de la superficie cultivable.


� La EPD presenta un sector con alto nivel de competitividad externa (el agro) y otro con un fuerte condicionamiento para soportar la competencia del exterior (la industria).


� Como lo explicamos en detalle más adelante.


� Un proyecto de ley del diputado opositor Martínez Raymonda buscó frenar esas maniobras, pero al modificarse en el Senado (por una iniciativa –trampita- de Urquía, senador K propietario de AGD, quien presidía la poderosa Comisión de Presupuesto y Hacienda), el objetivo sólo se logró parcialmente. Sin embargo, cuando la demorada reglamentación salió a la luz (recién a fines de mayo), las operaciones anteriores al 7 de setiembre sorpresivamente no fueron alcanzadas por la norma.





